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DIFERENTES PETICIONES / RESPUESTAS OPORTUNAS Y DE FONDO / NIEGA - Obra en el plenario la solicitud de que da cuenta la demanda frente al Juzgado Primero Civil del Circuito local (f. 3) y de su correspondiente contestación oportuna (f. 4), motivo por el cual, en atención a la jurisprudencia transcrita, solo queda estudiar si la respuesta ofrecida fue de fondo, clara, precisa, congruente y la misma fue puesta en conocimiento del peticionario.

Al confrontar la petición, en la que de manera clara se evidencian 3 solicitudes con la contestación se encuentra que:

En relación con la petición de que se le brinde "copia escaneada y física de todos los autos donde el despacho termino acciones populares por desistimiento tácito a fin que obre en acción de reparación directa por aparente abuso de poder y denegación de justicia” se contestó, “Atendiendo favorablemente lo solicitado en el punto 1 de la petición expídanse las copias solicitadas una vez el interesado cancele las expensas necesarias para su reproducción, así mismo el valor del arancel judicial para cada una de las acciones que se encuentran archivadas.

Frente al requerimiento para que se le certifique hasta que fecha el despacho estuvo en sistema escritural y cuando pasó a oralidad, la funcionara accionada contestó “Este despacho judicial continúa actualmente en el sistema escritural”

Finalmente en lo que toca con la petición relacionada con conceptuar sobre la existencia de la figura del desistimiento tácito en la Ley 472 de 1998 y su aplicación en vigencia de la ley 1395 de 2010, repuso: No es posible para este despacho judicial contestar solicitudes en ejercicio del derecho de petición cuando las decisiones tomadas hacen parte de determinado acto

Corolario de lo expuesto, para la Sala es claro que los tres requerimientos fueron resueltos con suficiencia y en absoluta consonancia a los requisitos jurisprudenciales precitados, aun cuando la contestación, según lo manifestado, sea adversa a los intereses del peticionario.
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Procede la Sala a decidir la acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira. 
  



ANTECEDENTES




Javier Elías Arias Idárraga, en su propio nombre,  promovió esta acción de tutela contra el referido juzgado, con el fin de que se proteja su derecho fundamental de petición, que estima vulnerado por dicha autoridad.
  



Pide que se ordene al juzgado accionado “escanee lo pedido en mi petición, motivo de esta tutela y la cual aporto. Escanee sin cobrar nada. Se ordene que el tutelado que brinde constancia gratis sin cobrar lo que solicito. Se ordene al tutelado que me brinde copia física de los autos que pedí en las acciones constitucionales, pues al ser acciones constitucionales, no puede cobrar emolumento alguno, tras que este juez o despacho terminó anormalmente mis A. populares con figura inexistente en ley 472-98 se niega a brindar lo pedido hasta en derecho de petición, se ordene al tutelado que desarchive las acciones populares sin cobrar dinero alguno, al ser acción constitucional” (f.1)





Se dio impulso a la solicitud, sin pronunciamiento de la parte demandada.

CONSIDERACIONES

1. Sea lo primero decir que, aunque a primera vista, la Sala carecería de competencia para resolver este asunto, por cuanto se trata de la protección del derecho de petición y no del debido proceso en un asunto determinado, lo que indicaría que, siguiendo el Decreto 1983 de 2017, que modificó el Decreto 1069 de 2015, ella radicaría en un juez con categoría del circuito, por tratarse de una entidad del orden nacional, desconcentrada (art. 228 C.N.), lo cierto es que esta regulación introdujo, a diferencia del Decreto 1382 de una 2000, una regla perentoria, en el parágrafo segundo del artículo 1° de esa normativa, según la cual “Las anteriores reglas de reparto no podrán ser invocadas por ningún juez para rechazar la competencia o plantear conflictos negativos de competencia” (se resalta), excepción hecha, claro, de la falta de competencia por el factor territorial y cuando se trate de un medio de comunicación, que están definidas en el Decreto 2591 de 1991, además de aquellos casos en los que se desconoce la competencia funcional, como cuando se trata de una acción dirigida contra un funcionario judicial. Por ello, se resolverá de fondo la cuestión. 
2. Ahora bien, con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales, se erigió la acción de tutela como un mecanismo expedito que le permite a toda persona reclamar su protección por parte de los jueces, cuando estén siendo vulnerados por la acción u omisión de una autoridad, o de los particulares en determinados casos (art. 86 CN).
En este evento, Javier Elías Arias Idárraga, trata de poner a salvo el derecho de petición del que es titular, que se garantiza, no solo con la implementación de normas que desarrollen el contenido constitucional, sino con la posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales para los fines que cada persona estime pertinentes, con la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta clara, congruente, de fondo y oportuna; esto es, que carezca de contenido abstracto o evasivo, que solucione dentro de los límites de lo posible la situación o inquietud del peticionario; que respete los límites temporales que la ley ha fijado para emitir un pronunciamiento y, por último, que se le ponga en conocimiento al solicitante, pues de lo contrario ningún efecto produciría, al margen del sentido de la respuesta, esto es, que sea favorable o desfavorable.
  



Sobre el particular ha sido reiterativa la Corte  Constitucional; en un pronunciamiento reciente
 recordó, sobre el derecho de petición, que:
…su núcleo esencial reside en una resolución pronta y oportuna de la cuestión que se pide, una  respuesta de fondo y su notificación, lo anterior no necesariamente implica una respuesta afirmativa a la solicitud. Así pues, se entiende que este derecho está protegido y garantizado cuando se obtiene una contestación oportuna, de fondo, clara, precisa, congruente y la misma es puesta en conocimiento del peticionario. El incumplimiento de cualquiera de estas características envuelve su vulneración por parte de la autoridad o del particular. 

 



Obra en el plenario la solicitud de que da cuenta la demanda frente al Juzgado Primero Civil del Circuito local (f. 3) y de su correspondiente contestación oportuna (f. 4), motivo por el cual, en atención a la jurisprudencia transcrita, solo queda estudiar si la respuesta ofrecida fue de fondo, clara, precisa, congruente y la misma fue puesta en conocimiento del peticionario.




Al confrontar la petición, en la que de manera clara se evidencian 3 solicitudes con la contestación se encuentra que:





En relación con la petición de que se le brinde "copia escaneada y física de todos los autos donde el despacho termino acciones populares por desistimiento tácito a fin que obre en acción de reparación directa por aparente abuso de poder y denegación de justicia” se contestó, “Atendiendo favorablemente lo solicitado en el punto 1 de la petición expídanse las copias solicitadas una vez el interesado cancele las expensas necesarias para su reproducción, así mismo el valor del arancel judicial para cada una de las acciones que se encuentran archivadas.




Frente al requerimiento para que se le certifique hasta que fecha el despacho estuvo en sistema escritural y cuando pasó a oralidad, la funcionara accionada contestó “Este despacho judicial continúa actualmente en el sistema escritural”




Finalmente en lo que toca con la petición relacionada con conceptuar sobre la existencia de la figura del desistimiento tácito en la Ley 472 de 1998 y su aplicación en vigencia de la ley 1395 de 2010, repuso: No es posible para este despacho judicial contestar solicitudes en ejercicio del derecho de petición cuando las decisiones tomadas hacen parte de determinado acto




Corolario de lo expuesto, para la Sala es claro que los tres requerimientos fueron resueltos con suficiencia y en absoluta consonancia a los requisitos jurisprudenciales precitados, aun cuando la contestación, según lo manifestado, sea adversa a los intereses del peticionario. Para el efecto, recuérdese que:
  



“El derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa. Esto quiere decir que la resolución a la petición, “(…) producida y comunicada dentro de los términos que la ley señala, representa la satisfacción del derecho de petición, de tal manera que si la autoridad ha dejado transcurrir los términos contemplados en la ley sin dar respuesta al peticionario, es forzoso concluir que vulneró el derecho pues la respuesta tardía, al igual que la falta de respuesta, quebranta, en perjuicio del administrado, el mandato constitucional.”





De manera que, como en el presente asunto queda acreditada la respuesta con el lleno de los requisitos jurisprudenciales, así esta, en parecer del accionante, sea desfavorable a sus intereses, no son necesarias mayores elucubraciones para concluir que el amparo debe ser negado.
  



Igual acontecerá frente a las demás peticiones elevadas por el demandante, ya que sobre ellas no existe prueba alguna que acredite que, previamente, las hubiese impetrado a la autoridad demandada. 

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, NIEGA la protección que invoca Javier Elías Arias Idárraga.
  



Notifíquese esta decisión las partes por el medio más expedito.  

Si no es impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese el expediente.

Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


DUBERNEY GRISALES HERRERA 
       Ausencia justificada             

� Sentencia C-007 de 2017


� Sentencia T-146/12





5

